“ENCUESTA PARA CONOCER LA PERSPECTIVA DE LOS ESTADOS SOBRE EL LOGRO DE LOS OBJETIVOS DE LA DECLARACIÓN DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS (DNUDPI)”; PREPARADA POR EL MECANISMO DE EXPERTOS SOBRE LOS DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS (MEDPI) Y LA OFICINA DEL ALTO COMISIONADO DE LAS NACIONES UNIDAS PARA LOS DERECHOS HUMANOS (OACNUDH).
23 de febrero de 2012
1. ¿Tiene el Estado una Estrategia global de aplicación nacional para alcanzar los objetivos de la Declaración?
En caso afirmativo:

· Indique los detalles de la estrategia nacional.

Durante la última década México ha avanzado de manera significativa en la construcción de un  marco jurídico e institucional de protección de los derechos de los pueblos indígenas. Ello ha sido resultado del reconocimiento del contexto político-social de nuestro país, de los movimientos nacionales e internacionales que buscaban paliar la condición histórica de discriminación y marginación que habían vivido los pueblos indígenas, así como de la propia convicción del Gobierno Federal.

La existencia de derechos colectivos específicos (a diferencia de los individuales), se consolidó en 2001 con la reforma constitucional a los artículos 1, 2, 4, 18 y 115. 

Las modificaciones al artículo 2 constitucional derivadas de dicha reforma elevaron a rango constitucional los derechos de los pueblos y comunidades indígenas. De esta forma, se reconocieron los derechos colectivos de los pueblos indígenas, incluyendo su derecho a la libre determinación y a la autonomía, así como la obligación de la Federación, los estados y los municipios de garantizar la vigencia de sus derechos y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades.

Paralelamente, la Constitución reconoce en el mismo artículo el derecho de los pueblos y comunidades indígenas a resolver sus conflictos mediante sus mecanismos tradicionales. Este derecho sólo tiene las limitaciones que expresamente marca la ley y que consisten en respetar “las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres.”
Con relación a los derechos humanos y lo que establece el Artículo 1° de la DNUDPI
, el 10 de junio de 2011 se publicó en el Diario Oficial de la Federación, la Reforma Constitucional en materia de Derechos Humanos.

Los estándares internacionales de la protección de los derechos humanos son el principal eje de esta Reforma Constitucional, la cual hace explícito el reconocimiento a las normas relativas a los derechos humanos contenidas en los tratados internacionales, además, se ponen de manifiesto en el texto constitucional los principios rectores universales de los derechos humanos: universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. Asimismo, implica un cambio a la denominación del Capítulo I del Título Primero “De las Garantías Individuales” a “De los Derechos Humanos y sus Garantías” y los Artículos 1°, 3, 11, 15, 18, 29, 33, 89, 97, 102 apartado B, y 105, fracción II de la CPEUM.

Esta Reforma también se destaca por lo siguiente:
 

· Integra a nivel constitucional las obligaciones del Estado de prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos y de todas las autoridades - a todos los niveles y en los tres órdenes de gobierno -  de promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos (Art. 1°). 
· Incorpora el principio pro persona, que es un principio de interpretación jurídica que obliga al juez a aplicar las normas de derechos humanos de la manera más amplia posible en beneficio de las personas (Art. 1°);
· Añade la prohibición por motivos de “preferencias sexuales” a la lista de motivos de discriminación que ya figuraba en el texto constitucional (Art. 1°);
· Incorpora el respeto a los derechos humanos como principio del sistema educativo, el sistema penitenciario y la política exterior (Arts. 3, 18 y 89, respectivamente);
· Incorpora la prohibición de la celebración de tratados internacionales que alteren derechos humanos (Art. 15);
· Fortalece las facultades la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, y se le otorga la facultad de investigación de violaciones graves de derechos humanos (Art. 102). 
En este contexto, el Plan Nacional de Desarrollo considera la atención especial a los pueblos y comunidades indígenas, incluyéndolos en las acciones transversales de la esfera económica, social y política. Sobre esta estrategia es que derivan los demás programas nacionales y sectoriales que permiten dar consecución a los objetivos de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas. Los ejes que buscan dar dicha consecución, en materia de derechos lingüísticos y culturales, son los siguientes:

· 1.12 Asegurar el respeto irrestricto a los derechos humanos y pugnar por su promoción y defensa, por las estrategias para responder a las demandas y necesidades de una sociedad cada vez más preocupada por el respeto a los derechos fundamentales de los individuos, y la prioridad en la atención a grupos vulnerables y la difusión de alcance de los derechos humanos.

· 3.15 Reducir las desigualdades en los servicios de salud mediante intervenciones focalizadas en las comunidades marginadas de la cobertura de servicios de salud e impulso de la telemedicina. 

· 6.15 Incorporar plenamente a los pueblos y las comunidades indígenas al desarrollo económico, social y cultural de país con respeto a sus tradiciones históricas y enriqueciendo con su patrimonio cultural a toda la sociedad, por las estrategias de que los pueblos indígenas son un objetivo estratégico transversal para toda la Administración Pública Federal; de consolidar los mecanismos de coordinación entre el gobierno federal y los gobiernos estatales y municipales, las autoridades y organizaciones del reconocimiento y promoción del patrimonio cultural y natural de los pueblos indígenas para promover su desarrollo económico; de abatir los principales rezagos sociales que tiene la población indígena y fortalecer la infraestructura básica en las regiones indígenas; así como de garantizar el acceso pleno de los pueblos y comunidades indígenas a la jurisdicción del Estado.

· 3.21 Lograr que todos los mexicanos tengan acceso a la participación y disfrute de las manifestaciones artísticas y del patrimonio cultural, histórico y artístico del país como parte de su pleno desarrollo, por las estrategias para impulsar la apreciación, reconocimiento y disfrute del arte y las manifestaciones culturales y apoyar a los centros comunitarios. 

Asimismo, el Estado mexicano cuenta con la Ley de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI), la cual establece las funciones y atribuciones que debe llevar a cabo la CDI, para coadyuvar al ejercicio de la libre determinación y autonomía de los pueblos y comunidades indígenas. 

La CDI actualmente guía sus acciones en el Programa para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (PDPI) 2009-2012, el cual establece en el Eje 1 “Derechos Indígenas”, Objetivo 1 “Promover en términos de las disposiciones aplicables, la armonización del marco jurídico en materia de derechos indígenas y generar condiciones para el respeto y ejercicio pleno de estos derechos”.
En consecuencia, esta Comisión ha trabajado en la promoción e impulso de la armonización legislativa tanto a nivel federal como en las Entidades Federativas, con base en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM) y los instrumentos internacionales en la materia, específicamente el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (Convenio 169) y la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (DNUDPI).

La CDI colabora con los Congresos Federal y Locales, para que los procesos de armonización legislativa cuenten con los siguientes criterios: 
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Por otra parte, en materia de lenguas indígenas, el Estado mexicano, a través del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI), lleva a cabo sus políticas públicas de acuerdo con los ejes rectores del Programa de Revitalización, Fortalecimiento y Desarrollo de las Lenguas Indígenas Nacionales (PINALI), los cuales se encuentran alineados con los planteamientos generales del Plan Nacional de Desarrollo 2007-2012 (PND) y del Programa Sectorial de Educación 2007-2012 (PSE).
En cuanto al PSE existen seis ejes rectores donde se mencionan explícitamente a los pueblos indígenas. De estos, el segundo, dentro de sus líneas de acción 2.19, 2.20 y 2.21, se refiere a la estrategia específica sobre la atención lingüística y cultural en materia de educación:

· 2.19 Incidir en el fortalecimiento de la educación indígena, impartida en la lengua de la población indígena y en castellano, con los enfoques intercultural y multilingüe, para que se caracterice por su calidad y altos índices de aprovechamiento, así como en el sistema educativo nacional para avanzar en el reconocimiento de los pueblos indígenas con todas sus características, con las líneas de acción de la colaboración del INALI, INEA, CONAFE, Dirección General de Educación Indígena y la Coordinación General de Educación Intercultural y Bilingüe, en la elaboración de propuestas de normas pedagógicas, contenidos, planes y programas de estudios, métodos materiales y auxiliares didácticos e instrumentos relativos a la capacitación en lenguas indígenas; profesionalizar las actividades de intérpretes, traductores y agentes educativos en lengua indígena, y otras actividades que sean susceptibles de acreditación y certificación; vincular las actividades de profesionalización de los agentes educativos, técnicos y profesionales bilingües con programas de licenciatura y posgrado , así como con diplomados y cursos de especialización, actualización y capacitación; elaborar materiales que incidan en la erradicación del racismo y la discriminación lingüística, e impulsar el conocimiento y disfrute de la lenguas indígenas nacionales, así como la enseñanza de las mismas a la población hispanohablante.

· 2.20 Contar con la información actualizada sobre la diversidad lingüística del país para fomentar, con un enfoque multilingüe, el conocimiento, aprecio y respeto de las lenguas indígenas nacionales e incidir en su fortalecimiento, desarrollo y preservación, con las líneas de acción de catalogar las lenguas indígenas mexicanas y colaborar con el Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática en la elaboración de metodologías para el desarrollo de un censo sociolingüístico; realizar talleres sobre la diversidad lingüística en diferentes zonas del país, para identificar cómo son denominadas las lenguas por su comunidad y analizar la inteligibilidad entre las variantes lingüísticas; organizar, colaborar y participar en eventos relativos a las lenguas indígenas, con la participación de especialistas y hablantes de lenguas indígenas; conformar y establecer mecanismos de consulta con el Comité Consultivo para la Atención a las Lenguas Indígenas en Riesgo de Desaparición; realizar investigación básica y aplicada que permita vigorizar el conocimiento de las lenguas indígenas; aplicar la normalización lingüística en campos tales como la alfabetización, la elaboración de diccionarios prácticos, gramáticas populares y cursos de lenguas indígenas, y ampliar el ámbito social del uso de las lenguas indígenas.

· 2.21 Diseñar, proponer e impulsar una política transversal que propicie el ejercicio de los derechos lingüísticos, así como el uso de las lenguas indígenas en los diferentes ámbitos de la vida social y pública, con las líneas de acción de informar y sensibilizar a las instituciones de los tres órdenes de gobierno respecto a la diversidad lingüística nacional, os derechos aplicables en la materia, así como a la normatividad del uso lingüístico, nomenclaturas y otras convenciones correspondientes; de realizar diagnósticos sobre la aplicación de los derechos lingüísticos en diferentes ámbitos; de promover el use de lenguas indígenas en los medios masivos de comunicación; y de producir materiales para la difusión, comprensión e instrumentación de la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas dirigidos a la población en general, a las comunidades indígenas y a las autoridades de los tres órdenes de gobierno. 

Finalmente, la estrategia planteada por el PINALI se conforma de tres ejes rectores diseñados para promover el desarrollo de las lenguas indígenas nacionales; promover programas y proyectos que vigoricen el conocimiento de las lenguas y culturas indígenas; ampliar el ámbito social del uso de dichas lenguas;  promover el acceso a su conocimiento; estimular su preservación y apreciación dentro de los espacios públicos y los medios de comunicación; establecer la normatividad que permita la acreditación y certificación de técnicos y profesionales bilingües especialistas en diferentes materias; elaborar y promover la producción de gramáticas y estandarización de escrituras; entre otras tareas que se deberán llevar a cabo en coordinación con los tres órganos de gobierno.    
El primer eje, sobre la diversidad cultural de México, constituye el punto central de la política pública en materia de lenguas indígenas. De ahí derivan los otros dos; el segundo sobre el enfoque del multilingüismo, complementado con el enfoque intercultural, y el tercero sobre la igualdad de oportunidades en un marco nacional multicultural y multilingüe. 

Cada unos de estos ejes tiene sus objetivos particulares, donde se desprenden las acciones posteriores, de manera transversal en los 3 órdenes de gobierno, impulsadas y encaminadas por el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI). Dentro del tercer eje rector (sobre la igualdad de oportunidades en un marco multicultural y multilingüe) se tocan los temas que promueven las disposiciones de la Declaración de los Derechos de los Pueblos Indígenas. Estos objetivos principales son los siguientes: 

· Promover que el gobierno mexicano, en todos los servicios que brinda, atienda a la población indígena, en particular a los hablantes de las lenguas indígenas nacionales , con pertinencia lingüística y cultural –aplicando los enfoques intercultural y multilingüe-, prioritariamente en los sectores responsables de la educación, la salud y la impartición de justicia.

· Fomentar el uso funcional de las lenguas indígenas nacionales en las instituciones públicas mexicanas. 

· Promover la profesionalización de intérpretes, traductores y demás agentes correspondientes hablantes de lenguas indígenas nacionales.

· Promover y apoyar la creación y funcionamientos de institutos de lenguas indígenas nacionales en los estados y municipios de México.

· Posicionar en la comunidad internacional los avances de las políticas públicas en materia de derecho lingüísticos así como en la atención a la diversidad lingüística y a las lenguas indígenas.
· ¿Ha sido exitosa la estrategia en la consecución de los objetivos de la Declaración?

El impulso de los procesos de armonización legislativa y el trabajo conjunto con los Congresos Locales, ha dado como resultado que actualmente 17 entidades federativas ya han armonizado su constitución local a la Reforma al Artículo 2° de la Constitución Federal y en 15 se cuenta con una ley en materia de desarrollo y cultura indígena, incluyendo en algunos casos importantes avances con relación a lo previsto por la DNUDPI. 
Respecto a los logros de la estrategia planteada por el PINALI han variado en el impacto directo. Principalmente, el reconocimiento y catalogación de las lenguas indígenas ha propiciado el terreno de políticas públicas transversales que ayudan de manera transversal  la implementación de servicios públicos de calidad, principalmente en las áreas de salud, impartición de justicia y desarrollo social.

· ¿Se incluyeron a los pueblos indígenas en los procesos realizados para establecer la estrategia nacional?

Actualmente, todos los procesos de armonización legislativa, tal y como se muestra en la gráfica de la respuesta anterior y como lo establece la propia DNUDPI, deben incluir la participación directa de los pueblos indígenas, para lo cual la CDI cuenta con un “Sistema de Consulta Indígena” que permite la más amplia participación de los pueblos, comunidades, autoridades e instituciones representativas de éstos, en la definición, formulación, ejecución y evaluación de los programas, proyectos y acciones gubernamentales; con base en ello se llevan a cabo los procesos de consulta y participación para la adecuación de los marcos jurídicos.

2. ¿Se han establecido medidas políticas, legales, u otras medidas, especialmente para poner en práctica los derechos de cualquiera o todos los derechos de los derechos de la Declaración?

En relación al artículo 4º y 5º de la Declaración, el cual habla sobre la autodeterminación de los pueblos indígenas y el derecho a la preservación de sus propias instituciones políticas, jurídicas, económicas, sociales y culturales, dentro del artículo 2º de la CPEUM, fracción A estipula que: 

 Se reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre deter​minación y, en consecuencia, a la autonomía para: 
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organi​zación social, económica, política y cultural. 
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regula​ción y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, res​petando las garantías individuales, los derechos huma​nos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y proce​dimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes. 
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o repre​sentantes para el ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, garantizando la participación de las mujeres en condiciones de equidad frente a los va​rones, en un marco que respete el pacto federal y la soberanía de los estados. 
IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimien​tos y todos los elementos que constituyan su cul​tura e identidad. 
V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la inte​gridad de sus tierras en los términos establecidos en esta Constitución. 
VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la comunidad, al uso y disfrute pre​ferente de los recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, en tér​minos de esta Constitución. Para estos efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley. 
VII. Elegir, en los Municipios con población indígena, repre​sentantes ante los ayuntamientos. Las constituciones y leyes de las entidades fede​rativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de fortalecer la parti​cipación y representación política de conformidad con sus tradiciones 

VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y proce​dimientos en que sean parte, individual o colectiva​mente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y de​fensores que tengan conocimiento de su lengua y cultura. 

Las constituciones y leyes de las entidades fe​derativas establecerán las características de libre determinación y autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las normas para el reconoci​miento de las comunidades indígenas como entidades de interés público. 

En cuanto a las disposiciones del artículo 8, fracción d sobre la eliminación de toda forma de asimilación o integración forzada, el Estado mexicano ha desarrollado diferentes mecanismos, tanto jurídicos como políticos para reconocer y promover las culturas indígenas dentro del país. 
Como ya se mencionó en la pregunta anterior, en el año 2001 se reformó el Artículo 2º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera tal que se reconoce la composición pluricultural de la Nación, sustentada originalmente en sus pueblos indígenas. Asimismo se garantiza el derecho de estos pueblos y comunidades a la autonomía para preservar y enriquecer sus lenguas y culturas, y el derecho a que sean asistidos por intérpretes y defensores con conocimiento de sus lenguas en los juicios y procedimientos en que sean parte. 

Derivado de esta reforma, se publica en 2003 la Ley General de Derechos Lingüísticos de los Pueblos Indígenas, la cual reconoce a las lenguas indígenas como lenguas nacionales, con la misma validez que el español; ya sea para cualquier trámite o asunto de carácter público, así como el acceso pleno de sus hablantes a la gestión, los servicios y la información pública en dichas lenguas. 
Aunado, existen esfuerzos, a través de las diferentes dependencias de la administración pública, por promover y proteger el conocimiento, reconocimiento, valoración y respeto de la diversidad cultural del país, tales como el Grupo de Coordinación Interinstitucional que impulsa el Movimiento Nacional por la Diversidad Cultural de México.

Sobre el artículo 13, en su párrafos 1 y 2, que mencionan el derecho a revitalizar, utilizar, fomentar y transmitir a las generaciones futuras sus historias, sus idiomas, tradiciones orales, filosofías, sistemas de escrituras y sistemas, así como la obligación del Estado por garantizar la protección de este derecho y sean entendidos y escuchados en toda actividad política, jurídica y administrativa, ya sea por la interpretación u otro medio. Al respecto, dentro de la LGDLPI se dictamina la creación del Instituto Nacional de Lenguas Indígenas, cuyo objetivo es promover el fortalecimiento preservación y desarrollo de las lenguas indígenas que se hablan en el territorio nacional, el conocimiento y disfrute de la riqueza cultural de la Nación.

En cumplimiento de su misión, el INALI tiene la facultad para formular programas para certificar y acreditar a técnicos, intérpretes, traductores y profesionales bilingües. Impulsar la formación de especialista en la materia, que asimismo sean conocedores de la cultura de que se trate. El programa específico encargado de llevar a cabo esta atribución es el Modelo de Certificación y Acreditación en Materia de Lenguas Indígenas. 

Este tiene el propósito de lograr la profesionalización vía capacitación o certificación de los intérpretes, traductores y otras funciones susceptibles de acreditación en materia de lenguas indígenas, con el fin de generar condiciones de accesibilidad y equidad en el trato para los hablantes de lenguas indígenas. 

El Modelo tiene distintas vertientes de atención: a) El Sistema de Normalización de Competencias en Materia de Lenguas Indígenas; b) El Programa de Reconocimiento Académico a los Conocimiento Adquiridos de Forma Autodidacta o a través de la Experiencia Laboral; y Programas Educativos y de Capacitación en materia de Lenguas Indígenas; y c) Programas Educativos y de Capacitación en Materia de Lenguas Indígenas. Desde la creación del programa, en 2007, se han presenciado avances significativos, principalmente en el ámbito de justicia.

El día 7 de noviembre de 2008 se integró el Comité de Gestión por Competencias de Atención a Asuntos Indígenas y particularmente de su Órgano Colegiado para el ámbito de Procuración y Administración de Justicia, el cual reúne en su seno a actores de los tres poderes de la Unión, de las instancias académicas y de la sociedad civil.

En 2008 se llevó a cabo una reunión con los expertos en la función laboral  para el desarrollo del proyecto de Estándar de Competencia “Interpretación Oral de Lengua Indígena al Español y Viceversa en el Ámbito de Procuración y Administración de Justicia”; asimismo, se celebró una reunión con los expertos en la función laboral para el desarrollo del instrumento de evaluación de competencias, dicho estándar fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 9 de junio de 2009.

En el año 2009 se sostuvo una reunión para el desarrollo del proyecto de Estándar de Competencia con expertos en la función laboral de “Prestación de Servicios de Traducción de Textos de Lengua Española a Lengua Indígena y viceversa en el ámbito de Procuración y Administración de Justicia”, así como una reunión con expertos en traducción en lenguas indígenas para el desarrollo del Instrumento de Evaluación. El 6 de octubre se publicó en el Diario Oficial de la Federación  el estándar de referencia y cabe mencionar que dichos estándares son referentes para la formación y certificación de intérpretes y traductores de lenguas indígenas para el ámbito de procuración y administración de justicia.
A finales de 2009 se publicaron las nuevas reglas generales y criterios para la integración y operación del sistema nacional de competencias en el Diario Oficial de la Federación, con lo cual se abrió la puerta para que el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas iniciara su proceso de postulación como Entidad de Certificación y Evaluación de Competencias (ECE).
Se realizaron gestiones conducentes ante el Consejo Nacional de Normalización y Certificación de Competencias Laborales (CONOCER) para la acreditación del INALI como Entidad de Certificación y Evaluación y en julio de 2010 se acreditó al INALI como ECE, con lo cual se encuentra facultado para llevar a cabo actividades de evaluación y certificación en materia de lenguas indígenas. 

En el lapso entre 2007 y 2011 se han acreditado y certificado 411 intérpretes en lenguas indígenas en los ámbitos profesionales de procuración de justicia, servicios de salud y desarrollo social. Con estas acciones se logra beneficiar alrededor de 1 millón 720 mil 002 hablantes de lenguas indígenas. 
En cuanto a las disposiciones del Artículo 15 sobre la obligación del Estado a asegurar que los medios de comunicación muestren de forma apropiada la diversidad cultural de los pueblos indígenas para eliminar imágenes estereotipadas y denigrantes; el artículo 13, fracción III, de la LGDLPI, establece que corresponde al gobierno mexicano difundir la lenguas indígenas a través de los medios de comunicación para su uso y desarrollo. En este tenor se ha planteado, a través del INALI, un código ontológico sobre las buenas prácticas en la programación de las televisoras públicas. Asimismo en coproducción con el IMER, se ha realizado a partir de junio del 2010 el programa de radio denominado “Los Guardavoces”, en donde se busca escuchar difundir la realidad y la diversidad lingüística y cultural de la Nación Mexicana. Dicho programa se transmite semanalmente y tiene como objetivo promover la riqueza lingüística y contar con un espacio radiofónico en el que las voces de los pueblos indígenas se empleen, se escuchen y se valoren.
El Estado Mexicano, en su objetivo de difundir la legislación existente en materia de derechos humanos a la población hablante de lengua indígena, específicamente en el rubro de los derechos de los niños—tal y como se estipula en el Artículo 17, se ha realizado la traducción de la Cartilla de los Derechos de los Niños en la lengua maya. Aunado a esto, se pretende llevar a cabo esta traducción a más variantes lingüísticas. 
En el ámbito de la salud, el artículo 24 de la Declaración dicta que los estados parte tomarán las medidas necesarias para que las personas indígenas tengan derecho al acceso, sin discriminación alguna, a todos los servicios sociales y de salud. 
Al respecto, con la finalidad de que se ofrezcan dichos servicios con pertinencia lingüística y cultural, se creó un Estándar de Competencia para la Promoción de la Salud en la población Hablante de Lengua Indígena; dicho estándar sigue en proceso de revisión del Consejo Nacional de Normalización y Certificación de Competencias Laborales, para su publicación en el Diario Oficial de la Nación. Con base en estas acciones será posible formar formadores de intérpretes de lenguas indígenas profesionalizados en el ámbito de la salud, mejorando así la confianza entre los usuarios indígenas y la inclusión de este nicho de la población mexicana.
Finalmente, el artículo 14, inciso l), de la LGDLPI faculta al INALI celebrar acuerdos con apego a la CPEUM, con personas físicas o morales y con organismos públicos o privados, nacionales, internacionales o extranjeros, con apego a las actividades propias del instituto y a la normatividad aplicable. Esto ha permitido que el instituto mencionado cumpla con las disposiciones del artículo 41 de la Declaración. Hasta la fecha el INALI ha celebrado un convenio de colaboración y asistencia técnica con el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF). También se han realizado acciones conjuntas con la Campaña Corazón Azul, dirigida por la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito. 
Ahora bien, la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas (CDI) tiene entre sus funciones:

Proponer y promover, con base en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los tratados internacionales ratificados y vigentes en materia indígena, las adecuaciones jurídicas para el reconocimiento, vigencia y ejercicio de los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, en el orden jurídico nacional [...]. 
De esta manera, atendiendo a lo dispuesto en el Artículo 2° de la CPEUM y observando las disposiciones internacionales en la materia - destacando el Convenio 169 y la propia DNUDPI -, se ha trabajado en la promoción e impulso de una armonización legislativa tanto a nivel federal como a nivel estatal que reconozca y garantice los derechos de los pueblos y comunidades indígenas.
Durante 2011, se desarrollaron tres Reuniones Nacionales de Presidentes de Comisiones de Asuntos Indígenas y Comisiones Afines de los Congresos Locales, lo que dio como resultado la conformación de la Conferencia Nacional Amplia para promover la armonización legislativa de los marcos jurídicos de las entidades federativas, para garantizar los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, cuyo objetivo general es el de promover la armonización de los marcos jurídicos de las entidades federativas, a fin de que incorporen los principios y preceptos del marco jurídico nacional e internacional en materia de derechos individuales y colectivos de los indígenas y afromexicanos, con pleno respeto al pacto federal y a la soberanía de los estados.

Se ha dispuesto como reto, que la referida Conferencia Nacional genere las condiciones en cada entidad federativa a fin de avanzar en las adecuaciones jurídicas correspondientes. Asimismo, se buscará llevar a cabo talleres de formación para los servidores públicos y los integrantes del Consejo Consultivo de la CDI, a fin de que conozcan los derechos de los pueblos y comunidades indígenas, para que este ejercicio de armonización legislativa sea participativo y de calidad.

Por otro lado, se creó un Grupo de Trabajo Interinstitucional del Gobierno Federal con el objeto de analizar y promover el proyecto de Ley General de Consulta a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, con base en los más altos estándares internacionales en la materia.

De igual manera, se puedo hacer mención de la Comisión de Política Gubernamental en materia de Derechos Humanos (CPGMDH), coordinada por la Secretaría de Gobernación, que tiene como objeto armonizar las acciones que desarrollan a nivel nacional e internacional, las distintas dependencias y entidades de la Administración Pública Federal (APF) en materia de derechos humanos, con el fin de fortalecer la promoción y defensa de estos derechos, así como establecer un mecanismo de diálogo entre las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC’s) y el Gobierno Federal. La CPGMDH trabaja a su vez con Subcomisiones, Comités Técnicos y Grupos de Trabajo y creó una Subcomisión de Derechos Indígenas. 

La CDI encabeza esta Subcomisión de Derechos Indígenas, siendo la instancia de trabajo coordinado y conjunto para el diseño y seguimiento de la política y acciones gubernamentales dirigidas a la promoción y respeto de los derechos de los pueblos indígenas. Esta Subcomisión tiene como finalidad proponer tareas específicas para la construcción de políticas públicas que propicien el mejoramiento de la situación de los derechos humanos de los pueblos y comunidades indígenas, así como ser un puente entre éstos, la sociedad civil y las dependencias y entidades de la APF.

· ¿La Declaración es mencionada explícitamente en estas medidas?

En el texto del Acta para la conformación de la Conferencia Nacional Amplia para promover la armonización legislativa de los marcos jurídicos de las entidades federativas, para garantizar los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas, se menciona explícitamente a la DNUDPI como guía para el reconocimiento de los derechos indígenas en los marcos jurídicos de las Entidades Federativas, en consecuencia, las iniciativas presentadas en materia indígena por los Congresos Locales, son fundadas en el marco jurídico nacional e internacional del derecho indígena.

· ¿Han tenido éxito estas medidas en la consecución de los objetivos de la Declaración?

Sí, como se puede observar, las modificaciones de los marcos jurídicos tanto federal como locales en materia indígena van en incremento en congruencia con la DNUDPI.

Además, en los últimos años se ha fortalecido la promoción para garantizar los derechos individuales y colectivos de los pueblos y comunidades indígenas, tal es el caso, por ejemplo, del derecho a la consulta y participación en aquellos proyectos de desarrollo y gran escala del país.

· ¿Se incluyen a los pueblos indígenas en el desarrollo de estas medidas?

Sí, en el año 2011, se presentó el Informe Final de la Consulta sobre el Anteproyecto de la Ley General de Consulta a los Pueblos y Comunidades Indígenas
, y actualmente, se está realizando la Consulta sobre la Reforma a la Ley General de Educación, en la que los pueblos y comunidades indígenas han participado activamente.

Asimismo, en el marco de la Subcomisión de Derechos Indígenas ya referida en respuestas anteriores, se destaca la participación de los representantes indígenas del Consejo Consultivo de la CDI. 
Por otra parte, la Conferencia Nacional Amplia para promover la armonización legislativa de los marcos jurídicos de las entidades federativas, para garantizar los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas está integrada por los Presidentes de las Comisiones de Asuntos Indígenas y Comisiones Afines de los Congresos Estatales y Asamblea Legislativa; los Presidentes de las Comisiones de Asuntos Indígenas de ambas Cámaras del H. Congreso de la Unión; el Titular de la Comisión Nacional para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, a través de la Unidad de Planeación; los Delegados Estatales de la CDI; el Presidente y Comisión Coordinadora del Consejo Consultivo de la CDI, que son representantes de pueblos y comunidades indígenas del país garantizando el derecho de participación establecido en la DNUDPI.
3. Al elaborar leyes, políticas u otras medidas que afectan a los pueblos indígenas ¿los órganos gubernamentales tienen en cuenta de manera rutinaria la Declaración (incluidos los derechos de los pueblos Indígenas a participar en la toma de decisiones que les afecta)?

· En caso afirmativo:

· ¿Los organismos gubernamentales responden a una ley explícita y formalizada o a un procedimiento de creación de políticas que los obliga a tener en cuenta la Declaración?

La Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos (CPEUM), específicamente en su Artículo 2°, Apartado B, fracciones II y IX establece la obligación de la Federación, Estados y Municipios para consultar a los pueblos indígenas en la elaboración de los programas educativos de contenido regional, del Plan Nacional de Desarrollo, los estatales y municipales, incorporando las recomendaciones y propuestas que realicen.

Del mismo modo, la Ley General de Planeación establece que:

Artículo 20.- (…)

“Las comunidades indígenas deberán ser consultadas y podrán participar en la definición de los programas federales que afecten directamente el desarrollo de sus pueblos y comunidades.”

(…)

Artículo 20 Bis.- En los asuntos relacionados con el ámbito indígena, el Ejecutivo Federal consultará, en forma previa, a las comunidades indígenas, para que éstas emitan la opinión correspondiente.

La CDI cuenta con un Consejo Consultivo como órgano de consulta y vinculación con los pueblos indígenas y la sociedad, integrado por 140 representantes de los pueblos indígenas del país.

Como ya se hizo mención, la CDI tiene un “Sistema de Consulta Indígena”, con el cual hasta la fecha se han efectuado poco más de 25 consultas en diversos temas, tales como: adecuaciones normativas; reconocimiento de derechos; cultura; medio ambiente; salud; educación; entre otros, con los que el derecho a participar en la toma de decisiones respecto a medidas que los afecten directamente está garantizado.

Cabe señalar, que la CDI se encuentra trabajando en una metodología que garantice el consentimiento libre, previo e informado en los términos de la DNUDPI, para este “Sistema de Consulta Indígena”.

Actualmente, 18 Constituciones y 21 Leyes Estatales de las 32 Entidades Federativas del país, reconocen entre sus disposiciones el derecho a la consulta y participación de los pueblos y comunidades indígenas. Por otro lado, entre el ordenamiento jurídico del Estado de San Luis Potosí, se encuentra la “Ley de Consulta Indígena para el Estado y los Municipios de San Luis Potosí”, y el Estado de Guerrero trabaja en la construcción del Dictamen que contiene el proyecto de “Ley de Consulta de los Pueblos y Comunidades Indígenas del Estado de Guerrero”.

Cabe mencionar que se encuentra en análisis el Dictamen que contiene el Proyecto de Decreto por el que se expide la Ley General de Consulta a los Pueblos y Comunidades Indígenas, la cual contiene las disposiciones para garantizar el derecho a la consulta a los pueblos y comunidades indígenas del país, congruente con lo establecido en el Convenio 169 y la DNUDPI.

4. ¿El gobierno ha tratado de dar a conocer la Declaración en los distintos niveles de la comunidad y de gobierno para mejorar las perspectivas de su aplicación?

En caso afirmativo:

· Explique las iniciativas en las cuales el Gobierno se ha comprometido.

En 2008, la CDI hizo la primera impresión de la DNUDPI en español con un tiraje de 7 mil ejemplares, así como su publicación en las lenguas Náhuatl (Mexicano de la Huasteca Hidalguense) y Maya.

La CDI, en coordinación con el Instituto Nacional de Lenguas Indígenas (INALI), las Oficinas en México del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), del Centro de Información de las Naciones Unidas (CINU), del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos (OACNUDH) y con el Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas de América Latina y el Caribe (Fondo Indígena), trabajaron en el proyecto de traducción a lenguas indígenas. 
Para el año 2010, ya se contaban con traducciones de la DNUDPI a 18 lenguas indígenas del país, a saber: Tsotsil, Maya, Mexicano de la Huasteca Hidalguense, Mazahua, Tseltal, Chinanteco del Norte, Totonaco de la Costa, Zapoteco de la Planicie Costera, Ch’ol, Huasteco del Occidente, Náhuatl del Istmo, P’urhépecha, Tojolabal, Mazateco del Centro, Mayo, Mixe bajo, Tarahumara del Centro y Tlapaneco del Sureste.

Finalmente, en 2011, se hizo la reimpresión de 10 mil ejemplares en español, para su distribución en talleres y cursos que se imparten a servidores públicos y con población indígena.

· ¿Esto incluye la traducción de la Declaración a varios idiomas?

En 2010, DNUDPI se había traducido a 18 lenguas indígenas del país, a saber: Tsotsil, Maya, Mexicano de la Huasteca Hidalguense, Mazahua, Tseltal, Chinanteco del Norte, Totonaco de la Costa, Zapoteco de la Planicie Costera, Ch’ol, Huasteco del Occidente, Náhuatl del Istmo, P’urhépecha, Tojolabal, Mazateco del Centro, Mayo, Mixe bajo, Tarahumara del Centro y Tlapaneco del Sureste
· ¿La Declaración ha sido difundida ampliamente?

Durante 2011, la CDI en coordinación con la Comisión Nacional de Áreas Naturales Protegidas,   realizaron los “Talleres de Derechos Humanos y Ambientales de los Pueblos Indígenas”, los cuales tienen el objetivo de difundir al interior de las comunidades indígenas que habitan un Área Natural Protegida o una Región Protegida para la Conservación, los derechos reconocidos en el marco jurídico del país y en los instrumentos internacionales de la materia, enfatizando lo establecido en la DNUDPI. Se llevó a cabo también, el II Encuentro de Pueblos Indígenas y Áreas Naturales Protegidas, dirigido a representantes indígenas en donde se difundieron ampliamente los derechos reconocidos en los instrumentos internacionales en materia indígena.

Por otro lado, tuvo lugar la primera edición 2011 de las Jornadas de Acceso a la Justicia de Mujeres Indígenas en el Estado de Oaxaca, así como las Jornadas de Sensibilización  y Empoderamiento Político de la Mujer, en la Ciudad de Juchitán de Zaragoza, Oaxaca.

La CDI cuenta con un programa de trabajo en el cual se imparten talleres de sensibilización a servidores públicos de la APF, así como de Gobiernos Locales, con el propósito de que los funcionarios públicos, en el cumplimiento de sus responsabilidades, sean capaces de ofrecer una atención diferenciada hacia la población indígena; y que a través del reconocimiento de esta diversidad cultural, se vean fortalecidas las acciones de transversalidad en apoyo a los procesos de desarrollo con identidad de los pueblos indígenas, erradicando además la exclusión y la discriminación; promoviendo además el respeto de los derechos establecidos en el marco jurídico nacional e internacional, incluida la DNUDPI. En 2011, se impartieron talleres dirigidos a servidores públicos de las siguientes dependencias tanto a nivel federal como estatal: Instituto Nacional de Migración, Procuraduría Agraria, Comisión Nacional Forestal, Comisión Nacional de los Derechos Humanos y Secretaría de Seguridad Pública.  

5. ¿Cuáles son los principales retos que han encontrado en la adopción de medidas e implementación de estrategias para alcanzar los objetivos de la Declaración?

A partir de su proclamación el 13 de septiembre de 2007, el primer reto para México fue la difusión y promoción de la DNUDPI en el país, tanto para la población indígena como para la población no indígena; además de iniciar su traducción a las principales lenguas indígenas nacionales. 
Otro de los retos que se plantean actualmente, es el relativo a que los principios de la DNUDPI sean incluidos en el marco jurídico nacional, a fin de que los derechos ahí establecidos tengan plena vigencia al interior del Estado mexicano; para su consecución, se está avanzando en todo el proceso de armonización legislativa ya referido en varias respuestas de esta Encuesta. 
En materia de derechos lingüísticos los principales retos se manifiestan en la sensibilización de los funcionarios de la Administración Pública Federal  sobre la diversidad lingüística y cultural del país, así como la legislación existente, tanto nacional como internacional, que salvaguarda los derechos humanos de los pueblos indígenas. Por otro lado falta ampliar las estrategias del Estado para concientizar a la población hablante de lengua indígena de la existencia de dichas herramientas jurídicas y su uso práctico. 

Asimismo, aun quedan más intérpretes y traductores de lenguas indígenas por formar. Tanto en las variantes en la que ya existen como en las que no lo hay. Pese a la constante tarea de acreditar y certificar intérpretes en los distintos ámbitos de la vida pública, aun sigue siendo grande la brecha entre los existentes y le número de hablantes que podrían solicitar sus servicios. 

6. A la luz de la información proporcionada anteriormente, ¿cuáles son los puntos de vista sobre las mejores prácticas en relación con posibles medidas y estrategias de implementación para alcanzar los objetivos de la Declaración?

El Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2007 – 2012, en su Eje 3 “Igualdad de Oportunidades” considera a los pueblos indígenas como uno de los grupos prioritarios del país; asimismo, el Objetivo 15 del PND plantea incorporar plenamente a los pueblos y comunidades indígenas al desarrollo económico, social y cultural del país, con respeto a sus tradiciones históricas y enriqueciendo con todo su patrimonio cultural a toda la sociedad.

Por lo anterior, el Gobierno de México en los últimos años ha dirigido las políticas públicas del país encaminadas a la promoción y garantía de los derechos de los pueblos indígenas con un enfoque de desarrollo con identidad, ya que, sin lugar a dudas, la participación de los pueblos indígenas es pieza clave para el buen funcionamiento del desarrollo al interior de las propias comunidades. 

Los Estados Unidos Mexicanos se proclama como una nación de composición pluricultural con sustento originario en sus pueblos indígenas, el Gobierno mexicano es consciente de la obligación de garantizar la igualdad de todos sus miembros y prohibir la discriminación por razones étnicas, además de garantizar la vigencia de los derechos de los pueblos indígenas con base en los más altos estándares internacionales.

Asimismo, el derecho a la consulta ha ido cobrando mayor relevancia en las instituciones del Estado y cada vez se realizan mejores prácticas de participación y de consulta a la población indígena, especialmente en actividades relacionadas con la exploración o explotación de recursos naturales que existen en tierras que tradicionalmente han utilizado.

Tenga en cuenta también y, de ser relevante, formule observaciones sobre el papel que pueden desempeñar la instituciones internacionales, incluyendo el mismo Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, para ayudar a los Estados en la adopción de medidas y estrategias de implementación para alcanzar los objetivos de la Declaración.

Se considera que las instituciones internacionales, incluido el propio MEDPI, pueden apoyar en los diferentes países la realización de reuniones y encuentros con los respectivos Congresos Federales, a fin de coadyuvar en la adopción de medidas legislativas que permitan la implementación de la DNUDPI.

� “Los indígenas tienen derecho, como pueblos o como individuos, al disfrute pleno de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales reconocidos en la Carta de las Naciones Unidas, la Declaración Universal de Derechos Humanos y las normas internacionales de derechos humanos”. 


� Véase Informe de México: Avances y Desafíos en Materia de Derechos Humanos, México: SRE, 2011, pp. 22-23.


� En 2011, fueron aprobados los siguientes puntos de acuerdo en el marco de esta Subcomisión: Acuerdo para que en la Estrategia de Formación, Acreditación y Certificación de Intérpretes en Lenguas Indígenas, en el Ámbito de Procuración y Administración de Justicia, se establezcan las partidas presupuestarias específicas para cubrir los honorarios de los intérpretes que asistan a los indígenas; Acuerdo sobre la instauración del Premio Nacional de la Juventud Indígena; Acuerdo sobre la Implementación de un Temario Mínimo para la Realización de Actividades de Sensibilización a Servidores Públicos de la APF; Acuerdo para que en las estrategias, los programas y las campañas de comunicación social que lleve a cabo la APF, y que tengan como destinataria a población indígena, se realicen versiones, con pertinencia cultural y lingüística, en lenguas indígenas de los beneficiarios; y Propuesta de Alternativa de Desarrollo para el Pueblo Cucapá.


� En 2010, se inició la consulta sobre la Ley General de Consulta a Pueblos y Comunidades Indígenas, informando sobre el derecho a la consulta y recabar las opiniones de los pueblos indígenas, dando a conocer el anteproyecto de Ley de Consulta elaborado por el Congreso de la Unión y recogiendo las propuestas de los pueblos indígenas en 71 talleres microrregionales en 28 Entidades Federativas, consultando a 2,969 personas indígenas.








Este programa es público y queda prohibido su uso con fines partidistas o de promoción personal. Este programa es de carácter público, no es patrocinado ni promovido por partido político alguno y sus recursos pr 
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